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BENEFICIO DE LA LIBERTAD ANTICIPADA 
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la mitad de la pena que haya solicitado el Ministerio Público 


Versión desgrabada de la reunión realizada 
el día 23 de julio de 2003 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señora Representante Margarita Percovich. 


MIEMBROS: Señores Representantes Fernando Araújo, Jorge Barrera, Gustavo Borsari Brenna, Daniel 
Díaz Maynard, Alejo Fernández Chaves, Felipe Michelini y Jorge Orrico. 


INVITADO: Señor profesor doctor Miguel Langón Cuñarro. 


SEÑORA PRESIDENTA (Percovich).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración tiene el agrado de recibir al 
profesor doctor Miguel Langón. 


Nosotros le habíamos enviado el proyecto sobre libertad anticipada, presentado por el señor Diputado Araújo, 
que estuvo a consideración en esta Comisión, que se aprobó con una determinada redacción y algunas 
modificaciones y fue enviado al pleno de la Cámara. En la discusión del plenario surgieron algunas dudas, 
motivo por el cual volvió a la Comisión, y nosotros queríamos conocer su opinión al respecto. 


SEÑOR LANGÓN.- Quiero agradecer la confianza y la invitación, y expresar el gran gusto que tengo 
de colaborar, dentro de mis posibilidades, con la labor tan esforzada de la Comisión de Constitución en 
esta materia. 


Como sabrán los señores Diputados, recién se me remitieron los proyectos en el día de ayer. Uno de ellos yo 
lo había recibido por otra vía -porque soy catedrático de la Universidad de Montevideo- y, entonces, respecto 
de la reserva del presumario en materia penal, tuve la oportunidad de presentar por escrito -por la vía de la 
Universidad de Montevideo- mi opinión sobre ese proyecto. Tengo entendido, por lo que se me informa - 
aunque con un poco de atraso, porque estaban esperando la respuesta del Instituto de Derecho Procesal- que 
esta Universidad hizo llegar a la Comisión mi opinión. Entonces, no la voy a reiterar, salvo que la Comisión 


quiera hacer alguna pregunta, porque mi opinión sobre ese punto está a disposición y, naturalmente, yo quedo 
abierto a cualquier interrogante. 


SEÑOR PRESIDENTA.- Lo de la reserva del presumario del doctor Langón recién nos llegó ayer, es 
decir que no hemos tenido oportunidad de leerlo. Además, el proponente del proyecto, que es el doctor 
Orrico, no está presente. Pero, de toda maneras, si usted quiere dejar consideraciones al respecto, lo 
escuchamos. 


SEÑOR LANGÓN.- Puedo hacer algunas consideraciones generales. 


En la primera parte del informe yo hacía un planteamiento de cómo visualizo el problema de las reformas 
parciales, particularmente, a los Códigos. En la segunda parte, sí hago el análisis expreso de la reforma que se 
propone al artículo 113 del Código del Proceso Penal. 


Pero me parecía que podíamos concentrarnos en el segundo proyecto, que es el que tiene que ver con la 
libertad anticipada del que no tenía información escrita. No es que haya sido gratamente sorprendido, pero sí 
quiero ratificar la seriedad con la que el Parlamento viene trabajando en estos temas, porque yo creo que - 
más allá de las opiniones personales de los legisladores o, a veces, hasta de las representaciones por grupos 
políticos- lo que se trasunta en el conjunto de la información es que el Parlamento visualiza bien claro los 
problemas. En este punto, se quiere resolver o contribuir a aliviar la situación de la superpoblación carcelaria 
a través de una vía determinada, que fue propuesta por un señor Diputado. 


Nos enfrentamos también con el tema que fue muy claramente puesto de manifiesto en toda la discusión 
parlamentaria de cómo dar solución a este problema, y se pensó en modificar la libertad anticipada. 


También se pensó en establecer una libertad excepcional o libertad ad-hoc, que creo que era la opinión del 
profesor Gonzalo Fernández, que algún legislador había relevado. 


Asimismo, se pensó en modificar el sistema de la libertad provisional en términos generales. Entonces, acá se 
planteaban problemas de todo tipo, que también se vieron muy claramente 


Algún señor Diputado hizo mención a la inconveniencia de la modificación de la legislación, y yo tengo acá 
algunos antecedentes. Naturalmente, no es bueno -también se dijo- el cambio de la situación, porque la 
solución de estos problemas -lo comentábamos con el señor Diputado Araújo momentos antes de comenzar 
esta sesión- viene por la reforma del Código del Proceso Penal, es decir, sobre la estructura del proceso. Ese 
es un tema mayor. Entonces, siempre está el problema de que por querer lo máximo, no podemos solucionar 
las coyunturas. Realmente, soy bastante escéptico en que la solución de las coyunturas sirva para resolver un 
tema muy grande. Por ejemplo, en el proyecto sobre el artículo 113 de la reserva del presumario, más que 
reformar dicho artículo, creo que hay que invertir el principio; la regla es la publicidad y determinar si 
estamos de acuerdo con eso. Entonces, la excepción sería la reserva, y eso nos lleva, inmediatamente, al rol 
del Ministerio Público o del Juez de Instrucción, quién va a ser el que instruye, qué potestades tiene y qué 
controles hay sobre eso. La discusión es mucho más grande que resolver un asunto puntual. 


Por ejemplo, en la libertad anticipada, este artículo ha sido modificado muchas veces. El artículo 328 tiene 
una redacción originaria del Código Penal de 1934. Luego, fue modificado en 1980, por la Ley N* 15.737 de 
1985, por la Ley N* 16.349 de 1993 y, ahora, se propondría una nueva modificación. 


A mí me parece que el cometido que tuvo la Comisión al citar a determinadas personas y, particularmente, a 
quien habla, no era tanto para discutir el problema, sino para dar una solución concreta y una propuesta frente 
a estas aporías que se plantean de modificar, con todo lo que significa, un régimen tradicional y muy 
prestigioso, como es el de la libertad anticipada o de meternos en el tema de la libertad provisional, porque 
vamos a enfrentar siempre el asunto del artículo 27 de la Constitución, que dice: "En cualquier estado de una 
causa criminal de que no haya de resultar pena de penitenciaría, los Jueces podrán poner al acusado en 
libertad, dando fianza según la ley". Este artículo siempre se interpretó en el sentido de que cuando va a 
recaer pena de penitenciaría, no podría haber posibilidades de libertad condicional. 


En esta posición, ratificando la idea de que yo soy contrario a las reformas parciales, creo que habría que ir a 
una reforma de estructura del proceso -eso también lo ha visto la Cámara-, porque a mí me parece que se 


podría encontrar una solución muy interesante. Tal vez pueda ser novedosa, pero yo la propongo, porque me 
parece que cumple con todos los requisitos. ¿Por qué? Porque si fuéramos a la libertad anticipada -creo que 
fue el señor Diputado Bergstein quien lo hizo notar en Sala-, tendríamos que ver que esa libertad, en realidad, 
habría que ponerla a cargo de la Suprema Corte de Justicia, porque estamos hablando de que puedan salir en 
libertad los individuos que tienen una acusación fiscal y lleven una preventiva -es decir, una pérdida efectiva 
de la libertad de circulación- equivalente a la mitad de la pena pedida por el Fiscal. Yo comparto eso, así 
como también que se hable del problema del pacto de derechos civiles y políticos, que establece como un 
derecho humano el ser juzgado en un plazo razonable o ser puesto en libertad. Es decir que allí aparece un 
derecho a la libertad. Más que un problema de excarcelación, está dirigido a otro aspecto que está 
íntimamente vinculado, que es el de la duración de los procesos, que no es exactamente lo mismo. 


Esa solución a mí me parece buena. En algún momento se dijo cómo fundamentar. Lo fundamentaron en los 
pactos internacionales de derechos humanos que, de alguna manera, entran en conflicto con el artículo de la 
Constitución de la República. Entonces, yo creo que habría que dejar de lado el tema de la libertad anticipada 
y trabajarlo por el lado de la libertad provisional, porque son procesados que no tienen condena y que siguen 
siendo amparados por el estado o principio de inocencia. ¿Cuál va a ser el tribunal competente? ¿Quién lo va 
a resolver? Creo que puede seguir siendo la Suprema Corte de Justicia, y ya tenemos un antecedente en la 
ley. A mí me parece que hay que solucionarlo por el lado de la libertad graciosa. La libertad graciosa es una 
posibilidad tradicional en el Uruguay, que está a cargo de la Suprema Corte de Justicia. Nadie ha discutido la 
inconstitucionalidad que podría plantearse, porque está poniendo en libertad a procesados, respecto de los 
cuales va a recaer pena de penitenciaría. 


SEÑOR DÍAZ MAYNARD.- Con todo el respeto que tengo por el doctor Langón, quiero decirle que, 
en realidad, no entiendo el razonamiento, porque se estaría contradiciendo la Constitución en la tesis 
que usted acaba de manifestar y, en rigor, lo que estamos haciendo es modificar un artículo del Código, 
no de la Constitución, que no tiene nada que ver. La Constitución no establece plazos. El artículo 27 de 
la Constitución dice que en cualquier estado de la causa podrá decretarse la libertad. 


(Dialogados) 


SEÑOR LANGÓN.- Voy a fundamentar mis dichos. Lo que voy a leer recoge todo lo que se planteó y 
que hay acuerdo en que a la mitad de la pena pedida por el Fiscal el individuo salga en libertad. Esto 
soluciona quién lo resuelve: la Suprema Corte de Justicia. 


La objeción de inconstitucionalidad la considero y la descarto porque, de alguna forma, se puede considerar 
una interpretación auténtica del artículo 27 de la Constitución dada por el legislador y que es tradicional, en 
el sentido de que habría allí una especie de aplicación de un instituto de clemencia soberana, dado por la 
Suprema Corte de Justicia. 


El artículo único diría así: "La Suprema Corte de Justicia podrá excarcelar provisionalmente a los 
procesados, cualquiera fuera la naturaleza de la imputación, en acto de visita de cárceles y causas, conforme a 
lo dispuesto en el art. 20.2 de la Ley N* 15.737 de 8.3.85 en la redacción dada por artículo 20 de la Ley_N? 
17.272, de 24.10.2000 [...]". Hasta acá es la ley vigente; repetimos el texto, haciendo un agregado. 


En realidad, la Corte puede hacer esto hoy; ni siquiera requeriría una disposición. La Corte ya -por lo menos, 
desde 1985 en adelante- puede poner en lo que se llama libertad graciosa a cualquier procesado respecto del 
cual el Fiscal haya pedido una pena de penitenciaría y que lleve media pena. Esta disposición legal vendría a 
hacer palmario a la Corte que en estos casos sí puede poner en libertad a los individuos, aunque la pena que 
haya pedido sea de veinticinco años, si el individuo lleva trece o catorce años preso, es decir, la mitad. Esa es 
la idea; no hay una innovación sustantiva, sino una aclaración a la Corte. Es decir que este artículo repite lo 
que dice la ley vigente. Hicimos un agregado, en el sentido del esfuerzo que se le pidió a quien habla de 
colaborar con una solución práctica a una decisión tomada por la Cámara por la unanimidad de todos los 
partidos. Me parece que puede ser una buena cosa, porque se recoge que es la Suprema Corte de Justicia la 
misma que puede poner en libertad anticipada, lo que va a ser es una libertad graciosa, y lo plantearíamos 
dentro del capítulo de excarcelaciones provisionales. 


El agregado consiste en que la Suprema Corte de Justicia podría excarcelar a los procesados "[...] en los casos 
en que, estando presos al momento de la acusación fiscal, hayan cumplido una preventiva equivalente a la 
mitad de la pena solicitada por el representante del Ministerio Público. La Suprema Corte de Justicia podrá 
disponer esta excarcelación en cualquier momento, de oficio, o a solicitud de parte" -que es lo mismo que 
pasa ahora con la libertad graciosa- "que se presentará por ésta ante la sede penal correspondiente". 


En definitiva, me parece que esta podría ser una vía alternativa, que permite llegar, sin esfuerzos, a conseguir 
el objetivo fundamental de la Comisión, de los legisladores que la integran y de los partidos que representan, 
en el sentido de dar la posibilidad -no es una cosa automática- de poner en libertad provisional, o sea, de 
excarcelar, a individuos que hayan cumplido la mitad de la pena pedida por el Fiscal que, como se dijo con 
acierto, en términos generales no podrá ser superada por el término de la sentencia. Esa es la propuesta. 


SEÑOR DÍAZ MAYNARD.- Yo puedo consentir el texto que ha propuesto el doctor Langón con una 
objeción. No entiendo por qué debe decir "podrá" y no "deberá", porque no alcanzo a entenderlo y 
quería que me lo explicara. 


SEÑOR LANGÓN.- Esto es así por varias razones. 


Acá tenemos el problema de la prisión preventiva, y también estamos en el tema básico de que si fuéramos a 
una reforma de estructura, yo creo que la regla es la libertad, y la excepción, el aprisionamiento. 


(Dialogados) 


——El tema es que no estamos haciendo una reforma total de la estructura del sistema, que haría que 
yo fuera más radical en esta situación. Cuando a mí me preguntan cómo solucionar el problema de la 
superpoblación carcelaria, yo daría una respuesta de perogrullo: para no tener problemas de 
superpoblación de presos, no tiene que haber presos. Entonces, eso causa un gran escándalo, y me 
dicen que cómo no los pongo presos, porque es una de las vacas sagradas o mitos del Uruguay que el 
individuo inmediatamente después de delinquir va a la cárcel. Todo el mundo está contento porque este 
sujeto que borracho volcó un ómnibus y mató a varias personas está preso en el día de hoy. Esa es 
prisión preventiva, donde quemamos en el altar del Moloc de la justicia del sentimiento colectivo a un 
individuo, al ponerlo preso cuando todavía no ha sido juzgado. Aquí se aplica aquella famosa frase de 
Carmelutti referida a que: "El drama de la prisión preventiva es encarcelar a un individuo para saber 
si hay derecho a tenerlo encarcelado". Entonces, yo le respondo simplemente con eso. 


El problema de la prisión preventiva es otro de los grandes temas, de las grandes rocas duras que algún día el 
Uruguay tendrá que encarar en el sentido de qué proceso queremos y cómo podemos solucionar eso frente a 
una realidad sociológica e ideológica, si se quiere, que marca como un prejuicio -alimentado por los medios 
de comunicación y demás- que acá estemos contentos si el individuo está preso, aunque nadie lo haya 
juzgado. Esa es la idea a aplicar hasta con el último rapiñero. 


Se puede preguntar cuál es la naturaleza de la prisión preventiva. La prisión preventiva es una mera medida 
cautelar y, por lo tanto, solamente se podrá tener en cuenta en casos excepcionales. Se reconoce que en los 
grandes crímenes, como pueden ser los delitos socioeconómicos, la criminalidad organizada, el terrorismo, 
los homicidios o las violaciones, por excepción, se podrán admitir hipótesis. Cuando va a recaer pena de 
penitenciaría -lo que vendría a ser el concepto de delitos graves-, la Constitución establece que haya prisión 
preventiva, y ahí viene el complemento del pacto de derechos humanos: lo ponemos en prisión preventiva, 
pero lo juzgamos en un plazo razonable, que deberá ser de cuatro a seis meses. Usted puede poner a Pablito 
Gongálvez, que mató a cuatro mujeres y violó a varias -a mí no me gusta dar nombres pero, en este caso, se 
puede hacer, porque se trata de un caso notorio- en prisión preventiva, pero lo debe juzgar en un plazo de seis 
meses. No hay problema para eso; hay que hacerlo así. 


El otro punto que se puede discutir es la libertad provisional. Es una potestad del Juez; es una facultad del 
Magistrado. La Constitución dice que el Juez podrá poner al acusado en libertad bajo fianza. Hay un fuerte 
argumento de texto para decir que es una potestad reglada del Juez. Sin embargo, la doctrina procesalista y de 
los derechos humanos, y la doctrina penal contemporánea vienen sosteniendo -yo lo comparto- que es un 
derecho del prevenido esperar la sentencia en libertad. Es un derecho humano fundamental que deriva del 


principio de inocencia que deriva del artículo 12 de la Constitución, que dice que nadie puede ser penado ni 
confinado sin forma de proceso y sentencia legal. Entonces, la libertad provisional es un derecho que tiene el 
encausado de esperar la sentencia en libertad, salvo el caso de los delitos graves, donde tendría que haber un 
juzgamiento muy rápido. Entonces, es por eso que decimos que la Suprema Corte podrá poner en libertad, 
porque ha sido lo tradicional. 


Cuando se hizo la reforma de una ley que se adelantó a su tiempo y, por eso, dos años después se derogó, la 
ley de 1986 o 1987 de libertad provisional, que decía que cuando va a recaer pena de prisión los Jueces 
deberán poner en libertad, se utilizaban términos imperativos. Pero ¿en base a qué? Deberán ponerlo en 
libertad porque es inocente, hasta que se juzgue si es culpable. Como sabrán los señores Diputados, esa ley, el 
proyecto Cersósimo, dos años después fue reformada en el Parlamento y, con matices, se volvió a lo 
tradicional: los Jueces podrán poner en libertad. 


Cuando hay una libertad anticipada, es otro instituto; responde a otros principios. Cuando hay un condenado, 
la Corte tiene que pedir informes a la autoridad carcelaria, a la INACRI, al Juez de la causa y, luego, la Corte 
concede o no la libertad. En la línea de que es el máximo tribunal de justicia, la cabeza del Poder Judicial, 
que esto no sería inconstitucional y que no violaría el artículo 27, porque habría una interpretación auténtica, 
y porque es un instituto de clemencia soberana, de alguna manera, la Corte ejerciendo ese tradicionalísimo y 
antiquísimo principio de la gracia -que es un poco la leyenda bíblica entre Barrabás y Cristo-, en determinado 
momento, puede dar un perdón. Por eso es que establezco una potestad porque, además, no hay que olvidar 
que estamos partiendo de la base de que hay un presunto delincuente que, supuestamente, debe haber 
cometido un delito grave, porque el Fiscal está pidiendo una determinada pena. Si no, estaríamos partiendo 
las penas a la mitad. En este caso, está la posibilidad de que sea puesto en libertad. Luego, cuando venga la 
sentencia, se podrá beneficiar de la libertad condicional y extinguir, inclusive, el delito por no delinquir 
dentro del período de latencia. 


Esa sería un poco la razón por la que no quiero disparar una situación automática que, en definitiva, daría al 
Fiscal un poder tremendo, porque pondría en libertad a cualquier individuo simplemente pidiendo una pena 
para un sujeto que ya habría cumplido la mitad. Me parece que está más de acuerdo con la tradición que sea 
una potestad de la Corte que estudie el caso. Habrá casos en que sí podrá ponerlos en libertad y otros que no, 
que verdaderamente está muy bien que el Fiscal haya pedido, por ejemplo, diez años, y que debe cumplirlos. 
Por la gravedad del delito, por la peligrosidad del sujeto o por la no recuperación del individuo, no tiene por 
qué ponerlo en libertad de manera automática, salvo que hagamos una reforma del proceso y entremos en 
otra situación 


En esto de la reforma parcial, yo sería claramente partidario de mantenerlo como una potestad del Supremo 
Tribunal de Justicia del país. Por esas razones coyunturales y en esta situación. 


SEÑOR ARAÚJO ABIMORAD.- Si el trámite corriera normalmente y no existieran las demoras 
burocráticas que hay en el proceso, inmediatamente saldría la sentencia y podría ampararse, ahí sí, a 
la libertad anticipada. No vemos por qué no puede ser automática como usted plantea. 


Estamos viendo el proyecto sin estudiarlo, pero me parece que no es demasiado desacertado o erróneo el 
planteo de que sea una obligación y no una facultad que tenga la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR LANGÓN.- Naturalmente, se podría hacer pero, entonces, no necesitamos un Tribunal que lo 
resuelva. Es que al pedir el Fiscal la pena, se automatiza y se dispara a una excarcelación en todos los 
casos y eso también puede tener un resultado perverso, ya que el Fiscal que estuviera dispuesto a pedir 
en una rapiña -que tiene una pena de cuatro a dieciséis años- una pena de ocho años, como el sujeto 
lleva cuatro, pide quince, para que esté tres años más. No creo que sea bueno automatizarlo, porque no 
habría resolución del Juez, sino que estaría en manos del Fiscal y puede tener una resolución perversa. 


Buscando dar más luz en el otro, se puede proponer la oscuridad, porque en la reforma del artículo 113, 
cuando se establece que el Juez podría mantenerse por un año la reserva, este va a tender a no archivar, 
porque si archiva, se hace público. Si está en manos del que puede tener un interés de mantener la opacidad 
del sistema, el sistema va a quedar así. Y si lo ponemos en manos del Fiscal, hacemos inútil la labor judicial, 
porque es lo mismo que se haya recuperado o no dentro de la cárcel. Yo soy contrario a esa solución. 


Además, tendría también un resultado que puede ser perverso, porque el Fiscal puede estar siempre pidiendo 
el máximo. Si tenemos un homicidio muy especialmente calificado de quince a treinta años, voy a pedir 
siempre el máximo. En realidad, estaríamos cortando las penas a la mitad. Lo que estaría haciendo el 
legislador en ese caso sería disminuir las penas en el 50% en todos los casos y en todos los delitos. 


(Dialogados) 


——No creo que pudiera salir por una vía oblicua, de esta manera. Si el legislador entiende que penas 
de treinta y cuarenta años son muy grandes, pues que lo diga y que modifique el artículo 60 que 
establece los límites de la pena de penitenciaría y de la pena de prisión. Me parece que por una forma 
oblicua, estaríamos limitando la pena a la mitad. Por eso, no soy partidario de esto. Hay argumentos 
prácticos, jurídicos y de tradición que avalan mi pensamiento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que han sido muy enriquecedores estos aportes, porque se trata de un 
proyecto que nos ha dado para pensar en muchas cosas y para aprender, en mi caso, muchísimo. Creo 
que ha sido una discusión interesantísima. 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración agradece muchísimo los 
aportes y la presencia del profesor doctor Langón. 


(Se retira de Sala el profesor doctor Langón) 


SEÑOR ARAÚJO ABIMORAD.- Entiendo que la Comisión no solo se reunió para recibir al doctor 
Langón, sino también para aprobar el proyecto de ley de libertad anticipada. 


(Dialogados) 


——El señor Diputado Fernández Chaves había planteado que en diez días estábamos retornándolo al 
plenario. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si estamos de acuerdo, vamos a leer con atención la versión taquigráfica de 
lo planteado por el doctor Langón y los intercambios de opinión que hubo, porque no estaban los 
representantes del Foro Batllista y la señora Diputada Saravia Olmos se tuvo que ir debido a un 
fallecimiento en Treinta y Tres. Nos comprometemos a poner el tema en el primer punto del orden del 
día del miércoles que viene para liquidarlo. 


SEÑOR BARRERA.- Pido que el miércoles que viene lo podamos votar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nos comprometemos a traer las opiniones de los tres proyectos, Costas y 
Costos, Títulos Valores y Libertad Anticipada, que estaría en el primer punto del orden del día. 


(Dialogados) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


